
Ley de Tierras y Desarrollo Agrario 

(Gaceta Oficial Nº 5.991 Extraordinario del 29 de julio de 2010) 

LA ASAMBLEA NACIONAL 

DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

DECRETA 

la siguiente, 

LEY DE REFORMA PARCIAL DE LA LEY DE TIERRAS Y DESARROLLO 
AGRARIO 

PRIMERO 

Se modifica el artículo 1, en la forma siguiente: 

"Artículo 1 

La presente Ley tiene por objeto establecer las bases del desarrollo rural integral y 
sustentable; entendido éste como el medio fundamental para el desarrollo humano y 
crecimiento económico del sector agrario dentro de una justa distribución de la riqueza 
y una planificación estratégica, democrática y participativa, eliminando el latifundio y la 
tercerización como sistemas contrarios a la justicia, la igualdad, al interés general y a la 
paz social en el campo, asegurando la biodiversidad, la seguridad agroalimentaria y la 
vigencia efectiva de los derechos de protección ambiental y agroalimentario de la 
presente y futuras generaciones." 

SEGUNDO 

Se modifica el artículo 2, en la forma siguiente: 

"Artículo 2 

Con el objeto de establecer las bases del desarrollo rural sustentable, a los efectos de la 
presente Ley, queda afectado el uso de todas las tierras públicas y privadas con 
vocación de uso agrícola. Dicha afectación queda sujeta al siguiente régimen: 

1. Tierras pertenecientes al Instituto Nacional de Tierras (INTI): Serán sometidas a un
promedio de ocupación y al estudio, atendiendo a un conjunto de factores determinantes 
tales como: 

a. Plan Nacional de Producción Agroalimentaria.

b. Capacidad de trabajo del usuario.

c. Densidad de población local apta para el trabajo agrario.



d. Condiciones agrológicas de la tierra. 
 
e. Rubros preferenciales de producción. 
 
f. Extensión general de tierras existentes en la zona sujeta al promedio de ocupación. 
 
g. Áreas de reserva y protección de recursos naturales necesarias en la zona. 
 
h. Condiciones de infraestructura existente. 
 
i. Riesgos previsibles en la zona. 
 
j. Los demás parámetros técnicos para el establecimiento del promedio de ocupación 
que se desarrollen en el Reglamento de la presente Ley y en otros instrumentos 
normativos. 
 
2. Tierras propiedad de la República: Quedan sujetas al mismo régimen establecido para 
las tierras propiedad del Instituto Nacional de Tierras (INTI). 
 
3. Tierras baldías: Serán objeto de planes especiales de desarrollo socio-económico 
dentro de un esquema efectivo de producción, garantizando la biodiversidad de los 
recursos existentes. 
 
4. Tierras baldías en jurisdicción de los Estados y Municipios: Su administración por 
parte de los entes correspondientes, queda sometida al régimen de la presente Ley. 
 
Corresponde a los Estados y Municipios el establecimiento de la seguridad 
agroalimentaria de su respectiva jurisdicción en coordinación con los planes nacionales. 
 
A los efectos de planificar el uso de las tierras cuya administración les corresponda, se 
tomará como base las necesidades agroalimentarias de los centros urbanos cercanos, 
considerando su población actual y la necesidad progresiva de sustento de las 
generaciones futuras. En la elaboración de dichos planes, los Estados y los Municipios 
asegurarán la producción básica de los rubros alimenticios fundamentales. 
 
En caso de que las tierras rurales de un Estado o Municipio, por razones agrológicas, 
carezcan de condiciones para producir los rubros básicos para la seguridad 
agroalimentaria de las poblaciones que se hallen bajo su jurisdicción, se establecerá un 
acuerdo de intercambio y distribución con otros Municipios o Estados, por medio de sus 
órganos competentes. 
 
Cuando los estados o municipios incumplan con el mandato previsto en este artículo, el 
Ejecutivo Nacional asumirá su cumplimiento. 
 
5. Tierras privadas: Quedan sujetas al cumplimiento de la función social de la seguridad 
agroalimentaria de la Nación. En tal sentido, deben someter su actividad a las 
necesidades de producción de rubros alimentarios de acuerdo con los planes de 
seguridad agroalimentaria establecidos por el Ejecutivo Nacional." 
 
TERCERO 



 
Se modifica el artículo 4, en la forma siguiente: "Artículo 4 
 
Las organizaciones colectivas económicas para la producción agrícola se establecerán 
teniendo como base los principios de mutua cooperación y solidaridad, privilegiando el 
sistema colectivo, cooperativo, comunitario, consejos de campesinos y campesinas, 
consejos comunales y cualquier otro tipo de organización colectiva. En tal sentido, se 
estructurará el fundo colectivo mediante la organización y destinación de bienes 
productivos, la organización de personas para el trabajo colectivo y el desarrollo del 
poder autogestionario de los mismos." 
 
CUARTO 
 
Se modifica el artículo 5, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 5 
 
Las actividades agrarias de mecanización, recolección, transporte, transformación, 
distribución e intercambio de productos agrícolas, se establecerán en forma 
autogestionaria y cogestionaria a través de consejos comunales, consejos de campesinos 
y campesinas, organizaciones cooperativas, comunas y cualquier otro tipo de 
organización colectiva." 
 
QUINTO 
 
Se modifica el artículo 7, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 7 
 
A los efectos de la presente Ley, se entiende por latifundio toda aquella extensión de 
tierras que supere el promedio de ocupación de la región o no alcance un rendimiento 
idóneo del ochenta por ciento (80%). El rendimiento idóneo responderá a la votación de 
uso agrícola de la tierra y su capacidad de uso agroproductivo, de acuerdo a planes y 
políticas del Ejecutivo Nacional, en el marco de un régimen que favorezca el bien 
común y a la función social. 
 
Asimismo, a los efectos de la presente Ley, se entiende por tercerización toda forma de 
aprovechamiento de la tierra con vocación de uso agrícola mediante el otorgamiento a 
un tercero del derecho de usufructo sobre ésta o el mandato de trabajarla, bien sea a 
través de la constitución de sociedades, arrendamientos, comodatos, cesión de derechos, 
medianería, aparcería, usufructo o, en general, cualquier forma o negocio jurídico, 
oneroso o no, con los cuales el que se atribuye la propiedad de la tierra efectúa su 
aprovechamiento con la intermediación de un tercero, o lo delega en él. No están 
comprendidos dentro de la definición establecida en el aparte anterior los contratos 
celebrados con el objeto de realizar obras de infraestructura, mecanización de suelos, 
nivelación, riesgo, extracción, fumigación y cualquier otra actividad que sólo pretenda 
incorporar, reparar o mejorar las condiciones de agrosoporte producto de las tierras. 
 
El latifundio, así como la tercerización, son mecanismos contrarios a los valores y 
principios del desarrollo agrario nacional y, por tanto, contrarios al espíritu, propósito y 



razón de la presente Ley." 
 
SEXTO 
 
Se modifica el artículo 8, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 8 
 
Se garantiza al sector campesino su incorporación al proceso productivo a través del 
establecimiento de condiciones adecuadas para la producción. En tal sentido, se 
promueve la estructuración de los fundos mediante la adjudicación de las tierras y la 
destinación de bienes inmuebles, muebles, incluidos los semovientes, al fin productivo 
de las mismas. 
 
La unidad de producción constituida de acuerdo con los términos de esta Ley será 
indivisible e inembargable; podrá ser mejorada mediante la incorporación de nuevas 
técnicas, condiciones de producción, transformación, distribución, comercialización e 
intercambio de los productos agrícolas." 
 
SÉPTIMO 
 
Se modifica el artículo 10, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 10 
 
A fin de estimular el desarrollo local, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2 de esta 
Ley, los municipios coordinarán con el Ministerio del Poder Popular con competencia 
en materia de agricultura y tierras y los entes ejecutores de la Ley, programas de 
incentivos a la producción y aseguramiento de la distribución e intercambio de 
productos agrícolas." 
 
OCTAVO 
 
Se modifica el artículo 12, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 12 
 
Se reconoce el derecho a la adjudicación de tierras a toda persona apta para el trabajo 
agrícola, en los casos y formas establecidos en esta Ley. Las tierras propiedad del 
Instituto Nacional de Tierras (INTI) con vocación de uso agrícola, pueden ser objeto de 
adjudicación, a través de la cual se otorga al campesino o campesina el derecho de 
propiedad agraria. En ejercicio de ese derecho, el campesino o campesina podrá usar, 
gozar y percibir los frutos de la tierra. El derecho de propiedad agraria se transfiere por 
herencia a los sucesores legales, pero no puede ser objeto de enajenación alguna." 
 
NOVENO 
 
Se modifica el artículo 13, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 13 



 
Son sujetos beneficiarios del régimen establecido en esta Ley, todos los venezolanos y 
venezolanas que hayan optado por el trabajo rural, especialmente para la producción 
agrícola y el desarrollo agrario, como oficio u ocupación principal. 
 
La adjudicación de tierras, la garantía de permanencia, el rescate de tierras y la 
expropiación agraria contenidas en la presente Ley, deben procurar preferentemente el 
beneficio de los campesinos y campesinas que tengan la voluntad y la disposición para 
la producción agrícola en armonía con los planes y programas agrarios del Ejecutivo 
Nacional, en atención a la función social de la tierra con vocación de uso agrícola y al 
principio socialista según el cual la tierra es para quien la trabaja." 
 
DÉCIMO 
 
Se modifica el artículo 14, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 14 
 
Son sujetos beneficiarios preferenciales de adjudicación de tierras, las ciudadanas 
venezolanas que sean jefa de familia que se comprometan a trabajar la tierra para 
manutención de su grupo familiar e incorporación al desarrollo de su comunidad y de la 
Nación. A las ciudadanas dedicadas a la producción agrícola se les garantizará subsidio 
especial alimentario pre y postnatal por parte del Instituto Nacional de Desarrollo Rural 
(INDER). 
 
Son también sujetos preferenciales de adjudicación de tierras, los campesinos y 
campesinas, venezolanos y venezolanas que hubieren permanecido por un período 
ininterrumpido superior a tres años trabajando tierras privadas, bajo alguna forma de 
tercerización, cuando éstas fueren expropiadas por el Instituto Nacional de Tierras 
(INTI), conforme al procedimiento previsto en la presente Ley. 
 
Igualmente, son sujetos preferenciales de adjudicación de tierras aquellos campesinos y 
campesinas, venezolanos y venezolanas que sean ocupantes históricos de las tierras que 
trabajan en condiciones de ocupación precaria." 
 
DÉCIMO PRIMERO 
 
Se modifica el artículo 17, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 17 
 
Dentro del régimen del uso de tierras con vocación para la producción agrícola que 
permita alcanzar la soberanía alimentaria, se garantiza: 
 
1. La permanencia de los grupos de población asentados en las tierras que han venido 
ocupando. 
 
2. La permanencia de los pequeños y medianos productores agrarios en las tierras que 
han venido ocupando de forma pacífica e ininterrumpida superior a tres años. 
 



3. La permanencia de los grupos organizados para el uso colectivo de la tierra, así como 
los sistemas colectivos, cooperativos, comunitarios, consejos de campesinos y 
campesinas, consejos comunales y cualquier otro tipo de organización colectiva en las 
tierras ocupadas con fines de uso agrícola. 
 
4. La permanencia de los campesinos y campesinas en las tierras privadas que trabajan, 
aun cuando no sean de su propiedad, si dicho trabajo es realizado con ocasión de la 
constitución de sociedades, contratos de mandato, arrendamiento, comodato, cesión de 
derechos, medianería, aparcería, usufructo o, en general, cualesquiera formas o negocios 
jurídicos efectuados con quien se atribuya la propiedad de las tierras, por un período 
mínimo ininterrumpido de tres años. 
 
5. A todos los campesinos y campesinas, el derecho fundamental a generar su bienestar; 
y en tal sentido no podrán ser desalojados de ninguna tierra que ocupen con fines de 
obtener una adjudicación o garantía de permanencia sin que se cumpla previamente con 
el debido proceso administrativo por ante el Instituto Nacional de Tierras (INTI). 
 
6. A los pescadores y pescadoras artesanales y acuicultores y acuicultoras el goce de los 
beneficios establecidos en esta Ley. 
 
7. La protección de la cultura, el folklore, la artesanía, las técnicas ancestrales de 
cultivo, las costumbres, usos y tradición oral campesinos, así como la biodiversidad del 
hábitat. 
 
8. De manera preferente a los ciudadanos nacidos y ciudadanas nacidas y residentes en 
zonas rurales, con una edad comprendida entre dieciocho y veinticinco años, el acceso a 
una parcela productiva agraria, o a un fundo estructurado para asegurar la 
sustentabilidad humana del desarrollo agrario. 
 
Parágrafo Primero: La garantía de permanencia otorgada por el Instituto Nacional de 
Tierras (INTI), es de carácter estrictamente personal, y las tierras agrícolas en ella 
comprendidas sólo podrán ser aprovechadas por el titular del acto que al efecto fuere 
dictado, o sus familiares directos, salvo autorización expresa del mencionado Instituto. 
 
Parágrafo Segundo: La garantía de permanencia puede declararse sobre las tierras 
determinadas en el artículo 2 de la presente Ley, y deberá ser declarada mediante acto 
dictado por el Instituto Nacional de Tierras (INTI). El acto que declare, niegue o 
revoque la garantía de permanencia agota la vía administrativa; contra el mismo podrá 
interponerse recurso contencioso administrativo de nulidad, dentro de los treinta días 
continuos siguientes por ante el Tribunal Superior Agrario competente por la ubicación 
de las tierras ocupadas. 
 
Parágrafo Tercero: En cualquier estado y grado del proceso judicial de que se trate, 
puede consignarse el acto dictado por el Instituto Nacional de Tierras (INTI), que dé 
inicio al procedimiento para la declaratoria de la garantía de permanencia, o el acto 
definitivo que la declara, debiendo el juez o jueza de la causa abstenerse de practicar 
cualquier medida de desalojo en contra de los sujetos beneficiarios de dicha garantía. 
 
Parágrafo Cuarto: El acto que niegue o declare la garantía de permanencia basado en 
falsos supuestos de hecho será sometido a la revisión correspondiente por parte del 



Instituto Nacional de Tierras (INTI), pudiendo éste ratificar, revocar o corregir dicho 
acto. La petición de desalojo por la parte interesada deberá llevarse a cabo por ante el 
órgano jurisdiccional competente. 
 
Parágrafo Quinto: A los efectos de la aplicación del numeral cuarto del presente 
artículo, quien invoque el beneficio en él establecido, deberá demostrar fehacientemente 
ante el Instituto Nacional de Tierras (INTI), que ha permanecido por un período 
ininterrumpido superior a los tres años ejerciendo la actividad agrícola en las tierras 
privadas sobre las cuales pretende se le otorgue la garantía de permanencia, 
independientemente de que exista o no una contraprestación como resultado de su 
relación, contrato o negocio jurídico con el legítimo propietario. 
 
Una vez otorgada la garantía de permanencia a favor del solicitante, con fundamento en 
dicho numeral cuarto, cesarán los efectos de las sociedades contratos o negocios 
jurídicos celebrados con el legítimo propietario de la tierra privada, el cual perderá todo 
derecho a los frutos, utilizados o beneficio del trabajo de dicha tierra por parte del 
beneficiario de la garantía de permanencia." 
 
DÉCIMO SEGUNDO 
 
Se modifica el artículo 18, en la forma siguiente: "Artículo 18 
 
Los arrendatarios, medianeros y pisatarios y aparceros, que cultiven pequeños lotes en 
tierras denunciadas o señaladas como ociosas o de uso no conforme, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 35 de la presente Ley, tienen derecho a permanecer en ellas 
durante el procedimiento de rescate de las tierras o durante el procedimiento de 
expropiación hasta que el Instituto Nacional de Tierras (INTI), decida acerca de la 
adjudicación de las tierras que ocupan o su reubicación en otras de iguales o mejores 
condiciones." 
 
DÉCIMO TERCERO 
 
Se modifica el artículo 23, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 23 
 
Los jueces y juezas competentes de la jurisdicción agraria, el Instituto Nacional de 
Tierras (INTI), el Instituto Nacional de Desarrollo Rural (INDER) y cualquiera de los 
órganos agrarios, podrán desconocer la constitución de sociedades, la celebración de 
contratos y, en general, la adopción de formas y procedimientos jurídicos, cuando sean 
realizados con el propósito de efectuar fraude a las normas contenidas en la presente 
Ley. Igualmente sobre aquéllos que se les pretenda usar para efectuar similar fraude, 
aun cuando se hubieren celebrado con anterioridad. 
 
Los hechos, actos o negocios jurídicos simulados o realizados con la intención de 
efectuar fraude a la presente Ley, no impedirán la aplicación de la norma evadida o 
eludida, ni darán lugar a los beneficios o ventajas que se pretendan obtener con ellos." 
 
DÉCIMO CUARTO 
 



Se modifica el artículo 31, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 31 
 
El Instituto Nacional de Tierras (INTI) en el Registro Agrario llevará un inventario de 
las aguas y de las tierras con vocación de uso agrícola disponibles para su desarrollo. A 
tal efecto los consejos comunales participarán activamente en el levantamiento de la 
información a ser empleada para la formación, actualización y control del Registro 
Agrario, así como el establecimiento de las normas de obligatorio cumplimiento para la 
validez y eficacia de la misma. El ejercicio de la participación establecida para los 
consejos comunales, deberá efectuarse en coordinación con el Instituto Nacional de 
Tierras (INTI), el cual dictará las normas necesarias para su implantación y proveerá la 
capacitación de los y las integrantes del consejo comunal que ejecutarán las actividades 
de levantamiento de información." 
 
DÉCIMO QUINTO 
 
Se modifica el artículo 34, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 34 
 
Con el objeto de establecer las bases del desarrollo rural, el Instituto Nacional de Tierras 
(INTI), adoptará las medidas que estime pertinentes para la transformación de todas las 
tierras con vocación de uso agrícola en unidades productivas bajo modalidades 
organizativas diversas, privilegiando las de propiedad social. En cumplimiento de este 
mandato, podrá rescatar toda tierra de su propiedad, o del dominio de la República, 
institutos autónomos, corporaciones, empresas del Estado, fundaciones o cualquier 
entidad de carácter público nacional, incluso baldíos nacionales que se encuentren 
ociosas o de uso no conforme. 
 
En aquellas zonas sometidas a un régimen de administración especial, adoptará las 
medidas que estime pertinentes en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia ambiental. 
 
Parágrafo único. En lo relativo a las tierras y hábitat de los pueblos y comunidades 
indígenas, se aplicará lo establecido en la ley orgánica que rige la materia." 
 
DÉCIMO SEXTO 
 
Se modifica la denominación del Capítulo II, del Título II, en la forma siguiente: 
 
Capítulo II  
 
De la Declaratoria de Tierras Ociosas o de uso no conforme 
 
DÉCIMO SÉPTIMO 
 
Se modifica el artículo 35, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 35 



 
Cualquier ciudadano o ciudadana podrá presentar denuncia motivada ante la respectiva 
Oficina Regional de Tierras, cuando tenga conocimiento sobre la existencia de tierras 
ociosas o de uso no conforme. Dentro de los tres días hábiles siguientes a la recepción 
de la denuncia, la respectiva Oficina Regional de Tierras, tomando en consideración la 
fundamentación de la misma, decidirá sobre la apertura de una averiguación y ordenará 
la elaboración de un informe técnico. 
 
Se considera ociosas, a los fines de esta Ley, las tierras con vocación de uso agrícola 
que no estén siendo desarrolladas bajo ninguna modalidad productiva agrícola, pecuaria, 
acuícola ni forestal y aquellas en las cuales se evidencie un rendimiento idóneo menor al 
ochenta por ciento (80%). El rendimiento idóneo se calculará de acuerdo con los 
parámetros establecidos en la presente Ley o, a los planes nacionales de seguridad 
agroalimentaria. 
 
Se consideran de uso no conforme, a los fines de esta Ley: 
 
1. Las tierras cuya utilización resulte contraria a los planes nacionales de desarrollo y 
seguridad agroalimentaria. 
 
2. Las tierras en las que se realicen actividades agrícolas distintas a las que corresponda 
según la clasificación de los suelos establecida para cada rubro. 
 
3. Las tierras aprovechadas a través de la tercerización. 
 
4. Aquellas tierras que se encuentren dentro del área de influencia de proyectos 
agroproductivos o agroecológicos de carácter estratégico desarrollados por el Ejecutivo 
Nacional, cuando su uso sean contrarios a los objetivos del respectivo proyecto." 
 
DÉCIMO OCTAVO 
 
Se modifica el artículo 36, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 36 
 
La apertura de la averiguación podrá ser igualmente acordada de oficio por la respectiva 
Oficina Regional de Tierras, cuando exista presunción de que determinadas tierras se 
encuentran ociosas o de uso no conforme. En ese caso, la Oficina Regional de Tierras 
ordenará la elaboración de un informe técnico." 
 
DÉCIMO NOVENO 
 
Se modifica el artículo 37, en la forma siguiente: "Artículo 37 
 
Si del informe técnico se desprendieran elementos que hagan inferir que las tierras 
analizadas se encuentran ociosas o de uso no conforme, la respectiva Oficina Regional 
de Tierras dictará un auto de emplazamiento, el cual especificará con la mayor exactitud 
los linderos de las tierras objeto de la averiguación, identificará al denunciante si lo 
hubiere y, de ser posible, a quien se atribuya la propiedad de las mismas y a cualquier 
otra persona que pudiera tener interés en el asunto. 



 
En el mismo auto se ordenará publicar en la Gaceta Oficial Agraria y en un diario de 
mayor circulación regional, un cartel mediante el cual se notificará al ocupante de las 
tierras, si se conociere, y a cualquier otro interesado, para que comparezcan por ante la 
Oficina Regional de Tierras correspondiente y expongan las razones que les asistan en 
la defensa de sus derechos e intereses, dentro del plazo de ocho días hábiles, 
entendiéndose por notificados quince días después de la publicación del referido cartel. 
 
Contra el auto que niegue la apertura de la averiguación o niegue la necesidad de 
emplazar a los interesados, podrá interponerse recurso por ante el Directorio del 
Instituto Nacional de Tierras (INTI), dentro de los tres días hábiles siguientes a la 
negativa." 
 
VIGÉSIMO 
 
Se modifica el artículo 38, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 38 
 
Si el emplazado pretende desvirtuar el carácter de ociosa o uso no conforme de una 
tierra, deberá oponer las razones que le asistan cumpliendo los requerimientos del 
artículo 42 de la presente Ley. En este caso, la Oficina Regional de Tierras remitirá las 
actuaciones al Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI), para que decida lo 
conducente. 
 
En la decisión que dicte el Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI), se 
establecerá la declaratoria de las tierras como ociosas o de uso no conforme, o se 
otorgará el certificado de finca productiva, según corresponda. En caso de que el 
emplazado convenga en reconocer el carácter de ociosa o de uso no conforme de las 
tierras y opte por solicitar la certificación de finca mejorable, deberá interponer su 
petición de conformidad con lo previsto en el artículo 49 y siguientes de la presente 
Ley. En este caso, la Oficina Regional de Tierras remitirá las actuaciones al Directorio 
del Instituto Nacional de Tierras (INTI), para que decida, declarando las tierras como 
ociosas o de uso no conforme u otorgando el beneficio solicitado. 
 
En caso de que el emplazado no comparezca, la Oficina Regional de Tierras procederá a 
la declaratoria de la tierra como ociosa o de uso no conforme y remitirá las actuaciones 
al Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI)." 
 
VIGÉSIMO PRIMERO 
 
Se modifica el artículo 40, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 40 
 
El acto que declare las tierras como ociosas o de uso no conforme agota la vía 
administrativa. Deberá notificarse a quien se atribuya la propiedad de las tierras y a los 
interesados que se hayan hecho parte en el procedimiento, mediante publicación en la 
Gaceta Oficial Agraria y de un cartel en un diario de mayor circulación regional, 
indicándose que contra el mismo podrá interponerse recurso contencioso administrativo 



de nulidad, dentro de un lapso de sesenta días continuos por ante el Tribunal Superior 
Agrario competente por la ubicación del inmueble." 
 
VIGÉSIMO SEGUNDO 
 
Se modifica el artículo 63, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 63 
 
La decisión que acuerde o no la adjudicación de tierras, deberá ser publicada en la 
Gaceta Oficial Agraria y en un diario de mayor circulación regional. Este acto agota la 
vía administrativa." 
 
VIGÉSIMO TERCERO 
 
Se modifica el artículo 64, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 64 
 
Los usufructuarios de un fundo estructurado, que hayan mantenido su eficiencia 
productiva por un término no menor de tres años consecutivos, tendrán derecho a recibir 
título de adjudicación de tierras, sólo transferible por herencia a sus descendientes o en 
su defecto a sus colaterales. Dichos fundos no podrán ser objeto de enajenación." 
 
VIGÉSIMO TERCERO 
 
Se modifica el artículo 64, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 65 
 
Sobre la parcela y la estructura productiva queda excluida cualquier negociación a 
terceros no autorizada por el Instituto Nacional de Tierras (INTI), a través de acta de 
transferencia. 
 
En el acta respectiva, el sujeto beneficiario de la transferencia deberá comprometerse a 
mantener la eficiencia productiva del fundo estructurado por un término no menor de 
tres años, al cabo de los cuales podrá ser beneficiario de título de adjudicación de 
tierras." 
 
VIGÉSIMO QUINTO 
 
Se modifica el artículo 66, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 66 
 
Se considera título de adjudicación de tierras, el documento emanado del Instituto 
Nacional de Tierras (INTI), mediante acto administrativo, a través del cual se transfiere 
la posesión legítima de las tierras productivas ocupadas y trabajadas por el 
adjudicatario, que le confiere el derecho a transferir, por herencia el goce y disfrute de 
las mismas. Los derechos emanados del título de adjudicación de tierras no podrán ser 



enajenados." 
 
VIGÉSIMO SEXTO 
 
Se modifica el artículo 70, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 70 
 
Para llevar a efecto la expropiación prevista en esta Ley se requiere Resolución del 
Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI) mediante la cual se acuerda el inicio 
del procedimiento de expropiación, contentiva de: 
 
1. Las razones que justifiquen que la expropiación a efectuarse es necesaria para la 
ordenación sustentable de las tierras de vocación agrícola, a fin de asegurar su potencial 
agroalimentario. 
 
2. Identificación del área objeto de expropiación. 
 
La Resolución prevista en este artículo deberá publicarse en la Gaceta Oficial Agraria y 
en un diario de mayor circulación regional." 
 
VIGÉSIMO SÉPTIMO 
 
Se modifica el artículo 72, en la forma siguiente: "Artículo 72 
 
Los edictos se publicarán por dos veces con intervalos de cinco días continuos entre una 
y otra publicación, en la Gaceta Oficial Agraria, en un diario de mayor circulación 
nacional y en un diario de mayor circulación regional." 
 
VIGÉSIMO OCTAVO 
 
Se modifica el artículo 82, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 82 
 
El Instituto Nacional de Tierras (INTI), tiene derecho a rescatar las tierras de su 
propiedad o que estén bajo su disposición que se encuentren ocupadas ilegal o 
ilícitamente. A esos fines iniciará de oficio o por denuncia, el procedimiento de rescate 
correspondiente, sin perjuicio de las garantías establecidas en los artículos 17, 18 y 20 
de la presente Ley." 
 
Asimismo, el Instituto Nacional de Tierras (INTI), podrá rescatar las tierras aun en los 
casos en que la propiedad sea atribuida a particulares, cuando al efectuar el análisis 
documental de los títulos suficientes que fueran requeridos a aquél que se atribuye el 
derecho de propiedad, éste no lograre demostrar una perfecta secuencia y 
encadenamiento de las titularidades del dominio y demás derechos alegados, desde el 
desprendimiento válidamente otorgado por la Nación venezolana, hasta el título 
debidamente protocolizado de adquisición por parte de quien alega propiedad. 
 
Queda a salvo, en todo caso, los recursos administrativos y acciones judiciales que 



pudieran corresponder al efecto. 
 
Se consideran desprendimientos válidamente otorgados por la Nación venezolana los 
siguientes: 
 
1. Las ventas puras y simples perfectas e irrevocables realizadas por el extinto Instituto 
Agrario Nacional (IAN) a favor de un particular (persona natural o jurídica) siempre 
que se corresponda con las Resoluciones del Directorio del Instituto Agrario Nacional 
(IAN). 
 
2. Las adjudicaciones de tierras realizadas por los Ministerios de Fomento, Agricultura 
y Cría, Secretaría de Hacienda, Ministerios de Agricultura, Industria y Comercio, a 
favor de un particular o colectivos. Para que las mismas surtan plenos efectos jurídicos 
deben constar en la memoria y cuenta del ministerio respectivo o en la Gaceta Oficial de 
la República. Así como las adjudicaciones de tierras otorgadas por los Presidentes de 
los Estados de la Federación, de acuerdo a lo establecido en la Resolución del 13 de 
mayo de 1891. 
 
3. Los haberes militares, siendo éstos las adjudicaciones de tierras baldías o confiscadas 
a los emigrantes españoles que se otorgaron a los militares patriotas como recompensa 
por su participación en la guerra de independencia contra el imperio español, como un 
proceso de titulación, en tanto constituía una transferencia del derecho de propiedad 
sobre terrenos que pertenecían al Estado. 
 
4. Los títulos otorgados por la Corona Española, bien sea bajo la figura de Merced, por 
Composición o Cédulas Reales. En el caso de los Títulos de Composición deben 
encontrarse debidamente convalidados por las Leyes Republicanas. 
 
5. Los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales tales como las Sentencias de 
Reivindicación, Juicios de certeza de Propiedad y Prescripción Adquisitiva, declaradas 
definitivamente firmes, con autoridad de cosa juzgada. 
 
6. Las ventas realizadas por entes gubernamentales con capital suscrito por la Nación 
debidamente validadas por la Procuraduría General de la República." 
 
VIGÉSIMO OCTAVO 
 
Se modifica el artículo 83, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 83 
 
Cuando la ocupación ilegal o ilícita ocurra sobre tierras baldías nacionales o fundos 
rústicos con vocación de uso agrícola de dominio de la República, institutos autónomos, 
corporaciones, empresas del Estado, fundaciones o cualquier entidad de carácter público 
nacional, deberán trasladar la propiedad o bien autorizar la disposición de las mismas al 
Instituto Nacional de Tierras (INTI), a fin de que éste realice el correspondiente 
rescate." 
 
TRIGÉSIMO 
 



Se modifica el artículo 84, en la forma siguiente: "Artículo 84 
 
El procedimiento previsto en el presente capítulo no se aplicará a las tierras que se 
encuentren en condiciones de óptima producción con fines agrícolas, en total 
adecuación a los planes y lineamientos establecidos por el Ejecutivo Nacional, y que no 
exceda de dos unidades del promedio de ocupación establecido en la zona por el 
Instituto Nacional de Tierras (INTI). No obstante, el Instituto Nacional de Tierras 
(INTI), podrá rescatar aquellas tierras que se encuentren dentro del área de influencia de 
proyectos agroproductivos o agroecológicos de carácter estratégico desarrollados por el 
Ejecutivo Nacional y cuando circunstancias excepcionales de interés social o utilidad 
pública así lo requieran." 
 
TRIGÉSIMO PRIMERO 
 
Se modifica el artículo 85, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 85 
 
Dictado el acto de inicio de procedimiento para el rescate de las tierras, el Instituto 
Nacional de Tierras (INTI), ordenará la elaboración de un informe técnico y, en 
ejercicio del derecho de rescate sobre las tierras de su propiedad, podrá dictar medidas 
cautelares de aseguramiento de la tierra susceptible de rescate, siempre que éstas 
guarden correspondencia con la finalidad del rescate de la tierra, sean adecuadas y 
proporcionales al caso concreto y al carácter improductivo o de uso no conforme de la 
tierra. 
 
Toda medida cautelar dictada de conformidad con el presente artículo deberá ser 
notificada personalmente a los ocupantes afectados directamente por la misma en el acto 
de su ejecución. En caso de no poder practicarse la notificación personal en dicho acto, 
se continuará con su ejecución y se ordenará fijar en la entrada de la finca la respectiva 
boleta, en cuyo caso, se considerará notificado. Si aún así no fuese posible practicar la 
notificación se ordenará la publicación en la Gaceta Oficial Agraria y de un cartel de 
notificación en un diario de mayor circulación regional. En todo caso, los ocupantes 
afectados directamente podrán ejercer los recursos consagrados en la ley. Las formas de 
notificación establecidas en este artículo podrán aplicarse a todos los procedimientos 
administrativos previstos en la presente Ley. 
 
La medida cautelar de aseguramiento de la tierra susceptible de rescate, deberá 
establecer el tiempo de duración de la misma y la garantía del ejercicio del derecho de 
permanencia de los sujetos referidos en los artículos 17, 18 y 20 de la presente Ley. 
 
El procedimiento previsto en el presente capítulo tiene carácter autónomo; en 
consecuencia, para iniciarlo no será necesario agotar ningún acto previo." 
 
TRIGÉSIMO SEGUNDO 
 
Se modifica el artículo 89, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 89 
 



En todo caso, cuando las bienhechurías inmobiliarias destinadas a la vivienda del 
ocupante no afecten el proyecto de desarrollo establecido en la zona, el Instituto 
Nacional de Tierras (INTI), podrá convenir en adjudicar al ocupante precario el lote al 
cual correspondan dichas bienhechurías, ajustándose al promedio de ocupación de la 
zona." 
 
TRIGÉSIMO TERCERO 
 
Se modifica el artículo 91, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 91 
 
En el mismo auto se ordenará la notificación del acto administrativo en el cual se le 
indicará a los ocupantes de las tierras, si se conociere su identidad, y a cualquier otro 
interesado, para que comparezcan ante la Oficina Regional de Tierras correspondiente y 
expongan las razones que les asistan, y presenten los documentos o títulos suficientes 
que demuestren sus derechos, dentro del plazo de ocho días hábiles contados a partir de 
la respectiva notificación. 
 
Asimismo, se ordenará su publicación en la Gaceta Oficial Agraria y de un cartel de 
notificación en un diario de mayor circulación regional dirigido al ocupante del predio y 
a cualquier otro interesado que pudiere tener interés legítimo, personal o directo en el 
procedimiento iniciado, entendiéndose por notificados vencidos que fueran quince días 
contados a partir de la publicación del referido cartel." 
 
TRIGÉSIMO CUARTO 
 
Se modifica la denominación del Capítulo I, del Título III, en la forma siguiente: 
Capítulo I  
 
Del Impuesto sobre tierras ociosas y de uso no conforme 
 
TRIGÉSIMO QUINTO 
 
Se modifica el artículo 97, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 97 
 
Se crea un impuesto que grava la ociosidad y el uso no conforme de tierras rurales con 
vocación de uso agrícola. 
 
Quedan excluidas del ámbito de aplicación de este impuesto las tierras cubiertas por 
bosques naturales; las tierras que por limitaciones topográficas o edáficas no son aptas 
para usos agrícolas y las tierras bajo régimen especial." 
 
TRIGÉSIMO SEXTO 
 
Se modifica el artículo 102, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 102 



 
A los efectos de este impuesto, se considerarán tierras ociosas o de uso no conforme, las 
establecidas en el artículo 35 de la presente Ley." 
 
TRIGÉSIMO SÉPTIMO 
 
Se suprime el artículo 103. 
 
TRIGÉSIMO OCTAVO 
 
Se suprime el artículo 104. 
 
TRIGÉSIMO NOVENO 
 
Se modifica el artículo 119, que pasa a ser el 117, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 117 
 
Corresponde al Instituto Nacional de Tierras (INTI): 
 
1. Adoptar las medidas que estime pertinentes para la transformación de todas las tierras 
con vocación de uso agrícola, en unidades productivas de propiedad social. 
 
2. Otorgar, renovar y revocar certificados de clasificación de fincas, en los cuales se 
determinará su condición de: finca productiva o finca mejorable. El Instituto Nacional 
de Tierras (INTI), podrá otorgar, renovar o revocar, el correspondiente certificado a los 
propietarios u ocupantes de tierras con vocación de uso agrícola, de conformidad con lo 
previsto en la presente Ley. 
 
3. Determinar el carácter de ociosas que tengan las tierras con vocación de uso agrícola, 
o de uso no conforme, de ser el caso, y rescatar o expropiar, según corresponda, las 
tierras que tengan tal carácter, de conformidad con lo previsto en esta Ley. 
 
4. Conocer, decidir y revocar la procedencia de la adjudicación de tierras, así como 
otorgar los títulos de adjudicación. 
 
5. Establecer los proyectos de mejoramiento de las tierras adjudicadas, que deben 
cumplirse a los fines de hacerlas productivas, con base en los planes de desarrollo del 
Ejecutivo Nacional. 
 
6. Iniciar de oficio o por denuncia el procedimiento de rescate de tierras de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Ley. 
 
7. Ordenar la apertura del procedimiento de expropiación y solicitar la expropiación 
forzosa por ante el respectivo tribunal. 
 
8. Llevar el Registro Agrario de tierras y aguas. 
 
9. Levantar en censo de aguas con fines agrarios. 
 



10. Expedir la Carta de Registro. 
 
11. Afectar las tierras con vocación de uso agrícola, que hubieren sido desafectadas, en 
las cuales no existan desarrollos urbanos, ni construcciones o edificaciones. 
 
12. Declarar o negar la garantía de permanencia prevista en la presente Ley. A estos 
efectos, el Instituto informará mediante resolución, a los solicitantes sobre los recaudos 
que deberán presentar para la declaratoria, así como de los trámites a seguir de 
conformidad con lo establecido en el Reglamento de esta Ley y en las resoluciones que 
al efecto dicte el Instituto Nacional de Tierras (INTI). 
 
13. Revocar el acto que declaró la garantía de permanencia, cuando esté plenamente 
demostrado que los supuestos que le dieron origen a su reconocimiento han cesado o si 
voluntariamente el beneficiario hubiere dejado de permanecer en las tierras. 
 
14. Participar en la regulación del uso de las tierras con vocación de uso agrícola, 
ubicadas en Áreas Bajo Régimen de Administración Especial, observando la normativa 
especial sobre la materia, en coordinación con los órganos competentes en materia 
ambiental. 
 
15. Dictar los actos, circulares, providencias y resoluciones que sean necesarios para el 
cumplimiento de su objeto. 
 
16. Solicitar a los entes públicos indicados en el artículo 83 de esta Ley, la transferencia 
de la titularidad del derecho sobre las tierras o fundos rústicos con vocación de uso 
agrícola a los que se refiere dicho artículo, o bien, la autorización para la ocupación y 
uso de las mismas, mientras se formaliza la transferencia, a los fines de que se realice el 
correspondiente rescate. En caso de silencio del ente solicitado, se entenderá otorgada la 
autorización para la ocupación y uso. A los fines del rescate, el Instituto también podrá 
celebrar convenios de ocupación y uso, con los referidos entes públicos, sobre las tierras 
o fundos rústicos con vocación de uso agrario objeto de transferencia, aunque ésta aún 
no se hubiese formalizado. 
 
17. Disponer de las tierras con vocación de uso agrícola que no estén productivas, que 
sean baldíos nacionales o que pertenezcan al dominio de la República, institutos 
autónomos, empresas del Estado, fundaciones o cualquier entidad de carácter público 
nacional, con el objeto de convertirlas en unidades económicas productivas, mientras la 
titularidad sobre las mismas sea transferida a su patrimonio, sea autorizada su ocupación 
y uso, o sea celebrado el convenio de ocupación y uso. 
 
18. Ejercer el derecho de rescate de tierras con vocación de uso agrícola, sobre tierras de 
su propiedad o del dominio de la República, institutos autónomos, corporaciones, 
empresas del Estado, fundaciones o cualquier entidad de carácter público nacional, 
incluso baldíos nacionales, que se encuentren ocupadas ilegal o ilícitamente. 
 
19. Ejercer el derecho de rescate sobre tierras cuya propiedad sea atribuida a 
particulares cuando al efectuar el análisis documental de los títulos suficientes que 
fueran requeridos a aquél que alegue el derecho de propiedad, éste no lograre demostrar 
una perfecta secuencia y encadenamiento de las titularidades del dominio y demás 
derechos alegados. 



 
20. Efectuar el análisis documental de los títulos suficientes que fueran presentados en 
el procedimiento de rescate y registro agrario, por aquél que alegue el derecho de 
propiedad. A tales efectos, los particulares deberán consignar el tracto sucesivo de los 
documentos que le sean requeridos, así como aquéllos pertinentes y necesarios para ello. 
 
21. Autorizar la incorporación en las tierras con vocación agrícola a los diferentes entes 
del Estado o grupos de campesinos y campesinas organizados mediante la creación de 
unidades de propiedad social, para garantizar la seguridad agroalimentaria y justa 
distribución e intercambio de los diferentes productos agrícolas de acuerdo a los planes 
establecidos por el Ejecutivo Nacional. 
 
22. Solicitar a las administraciones estadales todo tipo de información y colaboración 
necesaria para el eficaz ejercicio de sus competencias, en particular para la 
sustanciación de los procedimientos administrativos a que se refiere la presente Ley. 
 
23. Conservar y proteger los recursos naturales existentes en tierras con vocación de uso 
agrícola, en coordinación con los órganos competentes, con el objeto de garantizar el 
desarrollo rural sustentable. 
 
24. Suscribir convenios con terceros para el aprovechamiento de los recursos naturales 
existentes en tierras con vocación de uso agrícola propiedad del Instituto, sin perjuicio 
de la obtención de los permisos correspondientes por parte de las autoridades 
competentes. Se reserva el Instituto Nacional de Tierras (INTI), la administración y 
aprovechamiento de los minerales no metálicos ubicados en las tierras de su propiedad, 
de conformidad con lo que establezca el Reglamento de esta Ley. 
 
25. Reclamar los pagos que correspondan por servidumbres constituidas o por 
constituir, en tierras de su propiedad. En ejercicio de esta competencia el Instituto podrá 
suscribir convenios con terceros, que garanticen el pago respectivo a favor del Instituto. 
 
26. Velar por el cumplimiento de las normas ambientales. 
 
27. Las demás que le atribuyan las leyes y reglamentos." 
 
CUADRAGÉSIMO 
 
Se modifica el artículo 120, que pasa a ser el 118, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 118 
 
El patrimonio del Instituto Nacional de Tierras (INTI), estará constituido por: 
 
1. Los recursos que le sean asignados por la Ley de Presupuesto para el Ejercicio Fiscal 
correspondiente y los recursos extraordinarios que le acuerde el Ejecutivo Nacional. 
 
2. Un aporte presupuestario inicial constituido por el setenta y cinco por ciento (75%) 
del presupuesto asignado por el Ejecutivo Nacional al Instituto Agrario Nacional (IAN) 
para el ejercicio fiscal 2002, previo cumplimiento de los trámites presupuestarios 
correspondientes. 



 
3. Los bienes del Instituto Agrario Nacional (IAN) que le sean transferidos. 
 
4. Los bienes que para el cumplimiento de sus fines, le sean transferidos por la 
República, los estados o los municipios. 
 
5. Los legados y donaciones que se hagan a su favor. 
 
6. Cualquier otro ingreso permitido por la ley." 
 
CUADRAGÉSIMO PRIMERO 
 
Se modifica el artículo 127, que pasa a ser el 125, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 125 
 
El Directorio tendrá las facultades para la gestión de las operaciones que integran el 
objeto del Instituto Nacional de Tierras (INTI), y; en especial, ejercerá las siguientes: 
 
1. Elaborar el proyecto de presupuesto anual del Instituto, el cual deberá ser sometido a 
la consideración y aprobación del Ejecutivo Nacional por órgano del Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia de agricultura y tierras. 
 
2. Dictar y aprobar sus reglamentos internos y el reglamento de funcionamiento de las 
Oficinas Regionales de Tierras. 
 
3. Autorizar la creación, modificación o supresión de las Oficinas Regionales de 
Tierras. 
 
4. Acordar la intervención de tierras ociosas o de uso no conforme de manera preventiva 
en los casos previstos en esta Ley, a fin de hacer cesar la situación irregular de las 
mismas. 
 
5. Decidir los recursos jerárquicos intentados contra las decisiones dictadas por las 
Oficinas Regionales de Tierras. 
 
6. Autorizar la adquisición, enajenación o gravamen de bienes muebles e inmuebles del 
Instituto. 
 
7. Dictar el Reglamento Interno y de Funcionamiento de las Oficinas Regionales de 
Tierras. 
 
8. Crear los ejes de desarrollo agrícola necesarios para la ejecución, aplicación y 
fortalecimiento de las políticas agrarias, en el marco de la transferencia de competencias 
orientadas al cumplimiento del plan de desarrollo social y económico de la nación. 
 
9. Las demás que le atribuyan las leyes y reglamentos." 
 
CUADRAGÉSIMO SEGUNDO 
 



Se modifica el artículo 130, que pasa a ser el 128, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 128 
 
Las Oficinas Regionales de Tierras tendrán las siguientes atribuciones: 
 
1. Informar al Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI) de la ocupación de 
tierras propiedad de la República por parte de terceros. 
 
2. Sustanciar los procedimientos de declaratoria de tierras ociosas o de uso no 
conforme, de conformidad con esta Ley. 
 
3. Llevar los registros e inventario de la propiedad territorial agraria y agroindustrial de 
su jurisdicción. 
 
4. Recibir, sustanciar y remitir al Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI), las 
solicitudes y documentos respectivos relacionados con certificaciones de tierras y 
adjudicaciones. 
 
5. Certificar las actuaciones que cursen en su dependencia, siendo el coordinador o 
coordinadora de la oficina el funcionario o funcionaria competente para ello. 
 
6. Sustanciar los expedientes administrativos de los procedimientos de rescates de 
tierras ordenados por el Directorio. 
 
7. Las demás que le atribuyan las leyes y reglamentos." 
 
CUADRAGÉSIMO TERCERO 
 
Se suprime el Capítulo IV, De la Corporación Venezolana Agraria, del Título IV. 
 
CUADRAGÉSIMO CUARTO 
 
Se suprime el artículo 147. 
 
CUADRAGÉSIMO QUINTO 
 
Se suprime el artículo 148. 
 
CUADRAGÉSIMO SEXTO 
 
Se suprime el artículo 149. 
 
CUADRAGÉSIMO OCTAVO 
 
Se suprime el artículo 150. 
 
CUADRAGÉSIMO NOVENO 
 
Se suprime el artículo 151. 



 
QUINCUAGÉSIMO 
 
Se suprime el artículo 152. 
 
QUINCUAGÉSIMO PRIMERO 
 
Se suprime el artículo 153. 
 
QUINCUAGÉSIMOSEGUNDO 
 
Se suprime el artículo 154. 
 
QUINCUAGÉSIMO TERCERO 
 
Se suprime el artículo 155. 
 
QUINCUAGÉSIMO CUARTO 
 
Se suprime el artículo 156. 
 
QUINCUAGÉSIMO QUINTO 
 
Se suprime el artículo 157. 
 
QUINCUAGÉSIMO SEXTO 
 
Se suprime el artículo 158. 
 
QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMO 
 
Se suprime el artículo 159. QUINCUAGÉSIMO OCTAVO 
 
Se suprime el artículo 160. 
 
QUINCUAGÉSIMO NOVENO 
 
Se suprime el artículo 161. 
 
SEXAGÉSIMO 
 
Se incorpora un nuevo capítulo, que pasa a ser el Capítulo IV, en el Título IV, redactado 
en la forma siguiente: 
 
Capítulo IV  
 
De la actividad agraria empresarial del Estado 
 
SEXAGÉSIMO PRIMERO 
 



Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 145, redactado en la forma siguiente: 
 
"Artículo 145 
 
El Ejecutivo Nacional podrá asumir directamente las actividades de producción 
primaria, industrialización, distribución, intercambio y comercialización, relacionadas 
con el fin de fortalecer el aparato productivo nacional y consolidar la garantía de 
soberanía agroalimentaria." 
 
SEXAGÉSIMO SEGUNDO 
 
Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 146, redactado en la forma siguiente: 
 
"Artículo 146 
 
En ejecución del artículo anterior, el Ejecutivo Nacional creará una empresa de 
propiedad estadal, que tendrá el carácter de empresa matriz, tenedora de las acciones de 
empresas del Estado del sector agrícola que le sean adscritas o cuya creación le sea 
autorizada, cuyo objeto estará dirigido a la consolidación de una participación 
determinante del Estado venezolano en la producción, manufactura, distribución, 
intercambio y comercialización, nacional e internacional, de productos agrícolas y 
alimentos. 
 
La empresa de propiedad estatal creada conforme lo dispuesto en el presente artículo, 
podrá realizar inversiones dentro y fuera del país, y ser accionista en cualquier 
proporción de empresa del sector agrícola del territorio nacional o fuera de él." 
 
SEXAGÉSIMO TERCERO 
 
Se incorpora un nuevo capítulo, que pasa a ser el Capítulo V, en el Título IV, redactado 
en la forma siguiente: 
 
Capítulo V  
 
Del incumplimiento de la presente Ley 
 
SEXAGÉSIMO CUARTO 
 
Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 147, redactado en la forma siguiente: 
"Artículo 147 
 
Queda prohibido a los particulares el aprovechamiento indirecto de tierras con vocación 
agrícola propiedad del Instituto Nacional de Tierras (INTI), del dominio de la 
República, o de institutos autónomos, corporaciones, empresas del Estado, fundaciones 
o cualquier entidad de carácter público nacional, incluso baldíos nacionales, a través de 
cualquier forma de tercerización. 
 
La propiedad agraria y demás derechos o beneficios otorgados por el Instituto Nacional 
de Tierras (INTI), sólo podrán ser transferidos, cedidos o heredados en los casos y 
condiciones establecidos expresamente en la presente Ley. 



 
Quienes ejecuten actos o celebren negocios jurídicos mediante los cuales pretendan 
evadir o contrariar lo dispuesto en el presente artículo, perderán la propiedad agraria, 
derecho o beneficio que le fuere otorgado, quedando inhabilitados para realizar 
solicitudes de garantía de permanencia o adjudicación de tierras por un período de cinco 
años." 
 
SEXAGÉSIMO QUINTO 
 
Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 148, redactado en la forma siguiente: 
 
"Artículo 148 
 
Los particulares que mediante simulación o fraude pretendan ocultar cualquier forma de 
aprovechamiento de tierras de su propiedad a través de tercerización, perderán los 
derechos que hubieren adquirido en el contrato, convenio o negocio celebrado con el 
tercero, siendo éste último el único beneficiario de los frutos, utilidades o beneficios 
obtenidos a partir del trabajo de la tierra objeto de la tercerización." 
 
SEXAGÉSIMO SEXTO 
 
Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 149, redactado en la forma siguiente: 
 
"Artículo 149 
 
Quienes como consecuencia de la aplicación de los artículos 147 y 148, perdieren 
garantías, derechos u otros beneficios otorgados por el Instituto Nacional de Tierras 
(INTI) conforme a la presente Ley, o le fuere declarada la simulación o fraude de 
tercerización, no podrán ser beneficiarios de créditos por parte de organismos públicos o 
entidades financieras del Estado." 
 
SEXAGÉSIMO SÉPTIMO 
 
Se incorpora un nuevo artículo, que pasa a ser el 150, redactado en la forma siguiente: 
"Artículo 150 
 
En los procedimientos para la revocatoria de las garantías, derechos y demás beneficios 
otorgados por el Instituto Nacional de Tierras (INTI), conforme a la presente Ley, así 
como en el acto mediante el cual se declare la simulación o fraude de tercerización, se 
aplicará lo dispuesto en el ordenamiento jurídico vigente." 
 
SEXAGÉSIMO OCTAVO 
 
Se modifica el artículo 162, que pasa a ser el 151, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 151 
 
La jurisdicción especial agraria estará integrada por la Sala de Casación Social del 
Tribunal Supremo de Justicia, y los demás tribunales señalados en esta Ley. 
 



La Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, debido a la especialidad 
de la materia, conocerá no sólo de los recursos de casación, sino de los asuntos 
contenciosos administrativos que surjan con motivo de la aplicación de la presente Ley, 
y a tal efecto, creará una Sala Especial Agraria. 
 
La ley que rige al Tribunal Supremo de Justicia establecerá las atribuciones de la Sala 
de Casación Social, sin embargo, ésta ejercerá las atribuciones que la presente Ley le 
otorgue desde su entrada en vigencia." 
 
SEXAGÉSIMO NOVENO 
 
Se modifica el artículo 163, que pasa a ser el 152, en la forma siguiente: 
 
"Artículo 152 
 
En todo estado y grado del proceso, el juez o jueza competente para conocer de las 
acciones agrarias, de las demandas patrimoniales contra los entes estatales agrarios y de 
los recursos contenciosos administrativos agrarios velará por: 
 
1. La continuidad de la producción agroalimentaria. 
 
2. La protección del principio socialista según el cual la tierra es para quien la trabaja. 
 
3. La continuidad en el entorno agrario de los servicios públicos. 
 
4. La conservación de los recursos naturales y el medio ambiente. 
 
5. El mantenimiento de la biodiversidad. 
 
6. La conservación de la infraestructura productiva del Estado. 
 
7. La cesación de actos y hechos que puedan perjudicar el interés social y colectivo. 
 
8. El establecimiento de condiciones favorables al entorno social e intereses colectivos. 
A tales efectos, dictará de oficio, las medidas preventivas que resulten adecuadas a la 
situación fáctica concreta y conforme al supuesto de hecho de la norma que le sirva de 
fundamento contenida en la presente Ley, imponiendo órdenes de hacer o no hacer a los 
particulares y a los entes estatales agrarios, según corresponda." 
 
SEPTUAGÉSIMO 
 
Se modifica el artículo 179, que pasa a ser el 168, en la siguiente forma: 
 
"Artículo 168 
 
Sin perjuicio de los poderes de oficio del juez o jueza a que se refiere el artículo 152 del 
presente Título, cuando alguna parte solicite cualquier medida cautelar, el juez o jueza 
ordenará la realización de una única audiencia oral, a los fines de conocer la posición de 
las partes en conflicto. Una vez concluida la audiencia oral, el juez o jueza de la causa 
decidirá inmediatamente sobre la petición cautelar. Dicha decisión sólo podrá diferirse 



por cuarenta y ocho horas, en caso de que el juez o jueza lo considere necesario para un 
mejor conocimiento del asunto." 
 
SEPTUAGÉSIMO PRIMERO 
 
Se modifica el artículo 190, que pasa a ser el 179, en la siguiente forma: 
 
"Artículo 179 
 
El lapso de caducidad de los recursos contenciosos administrativos contra cualquiera de 
los actos administrativos agrarios será de sesenta días continuos, contados a partir de la 
notificación del particular o de su publicación en la Gaceta Oficial Agraria y en un 
diario de mayor circulación regional." 
 
SEPTUAGÉSIMO SEGUNDO 
 
Se modifica el artículo 213, que pasa a ser el 202, en la siguiente forma: "Artículo 202 
 
En caso de no encontrarse el demandado o no poderse practicar personalmente la 
citación en el lapso fijado anteriormente, el o la alguacil expresará mediante diligencia 
las resultas de su misión, ante lo cual se librarán sendos carteles de emplazamiento, los 
cuales se procederán a fijar uno en la morada de éste y el otro en las puertas del tribunal; 
así mismo, se publicará el referido cartel en la Gaceta Oficial Agraria y en un diario de 
mayor circulación regional. Emplazado el demandado por dicho cartel, concurrirá a 
darse por citado en el término de tres días de despacho, contados a partir del día 
siguiente al que el secretario haya dejado constancia en autos de la fecha en que se 
produjo la fijación cartelaria, así como la consignación del diario regional donde se 
hubiere publicado el cartel, apercibiéndole que en caso de no acudir, su citación se 
entenderá con el funcionario o funcionaria al cual corresponda la defensa de los 
beneficiarios de esta Ley." 
 
SEPTUAGÉSIMO TERCERO 
 
Se modifica el artículo 231, que pasa a ser el 220, en la siguiente forma: 
 
"Artículo 220 
 
Verificada oportunamente la contestación de la demanda o subsanadas o decididas que 
hubieren sido las cuestiones previas propuestas, o contestada la reconvención, el 
tribunal fijará dentro de los tres días de despacho siguientes, el día y la hora en que 
tendrá lugar la audiencia preliminar. No habrá lugar a la audiencia preliminar cuando el 
demandado no haya contestado la demanda y hubiere promovido pruebas dentro del 
lapso establecido en el artículo 216. En dicha audiencia cada parte podrá expresar si 
conviene en alguno o algunos de los hechos, determinando con claridad aquéllos que 
consideren que han sido admitidos o han quedado probados en la demanda o en la 
contestación, así como los medios de pruebas que consideren impertinentes, ilegales o 
dilatorios. Igualmente, las partes señalarán las pruebas que se proponen aportar al 
debate oral." 
 
SEPTUAGÉSIMO CUARTO 



 
Se suprime el Capítulo XIX del Régimen Procesal Transitorio del Título V. 
 
SEPTUAGÉSIMO QUINTO 
 
Se suprime el artículo 264. 
 
SEPTUAGÉSIMO SEXTO 
 
Se suprime el artículo 265. 
 
SEPTUAGÉSIMO SÉPTIMO 
 
Se suprime el artículo 266. 
 
SEPTUAGÉSIMO OCTAVO 
 
Se suprime el artículo 267. 
 
SEPTUAGÉSIMO NOVENO 
 
Se suprime la Disposición Transitoria Novena. 
 
OCTOGÉSIMO 
 
Se incorpora una nueva disposición transitoria que pasa a ser la Décima sexta, redactada 
en la forma siguiente: 
 
"Décima Sexta 
 
Los ocupantes de tierras con vocación de uso agrícola que a la entrada en vigencia de la 
presente Ley, aprovechen dicha tierra mediante cualquier forma de tercerización, 
deberán notificar de tal circunstancia al Instituto Nacional de Tierras (INTI), dentro de 
los ciento ochenta días siguientes de la publicación de la presente Ley en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela, con la finalidad que el mismo regule o inicie 
los procedimientos administrativos correspondientes estipulados en la presente Ley." 
 
OCTOGÉSIMO PRIMERO 
 
Se modifica la Disposición Transitoria Décima séptima, en la forma siguiente: 
 
"Décima Séptima 
 
Los artículos del Título V "De la Jurisdicción Especial Agraria", contentivo de los 
Capítulos I hasta el Capítulo XIX, continuarán vigentes, hasta tanto entre en vigencia la 
nueva Ley Orgánica Procesal Agraria." 
 
OCTOGÉSIMO SEGUNDO 
 
Se incorpora una nueva disposición final, que pasa a ser la décima, redactada en la 



forma siguiente: "Décima 
 
Los Registradores y Notarios exigirán las autorizaciones previstas en esta Ley, y no 
podrá protocolizarse, reconocerse o autenticarse por ante Notaría u Oficina de Registro 
Público alguna, sin la debida autorización del Instituto Nacional de Tierras (INTI), 
ningún acto de transferencia de la propiedad o gravamen de tierras con vocación 
agrícola o bienhechurías fomentadas en dichas tierras, o mediante los cuales se efectúe 
la constitución de sociedades, celebración de contratos de mandato, arrendamiento, 
comodato, cesión de derechos, medianería, aparcería, usufructo o, en general, 
cualesquiera documentos o negocios jurídicos, que impliquen el aprovechamiento de 
predios rurales con vocación agrícola de forma indirecta." 
 
OCTOGÉSIMO TERCERO 
 
De conformidad con el artículo 5 de la Ley de Publicaciones Oficiales, imprímase 
íntegramente en un solo texto la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, publicada en la 
Gaceta Oficial, Nº 5.771 Extraordinario de fecha 18 de mayo de 2005, con las reformas 
aquí sancionadas y en el correspondiente texto íntegro, corríjase e incorpórese donde 
sea necesario la reconversión monetaria establecida en el Decreto Nº 5.229, con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Reconversión Monetaria; el lenguaje de géneros, los nombres 
de los ministerios por "Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de", 
entes u órganos y sustitúyase la numeración del articulado correspondiente a las 
disposiciones transitorias, derogatorias y finales por ordinales; de igual forma las 
firmas, fechas y demás datos de sanción y promulgación. 
 
Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea 
Nacional, en Caracas, a los diecisiete días del mes de junio de dos mil diez. Año 200º de 
la Independencia y 151º de la Federación. CILIA FLORES 
 
Presidenta de la Asamblea Nacional 
 
DARÍO VIVAS VELASCO 
 
Primer Vicepresidente 
 
MARELIS PÉREZ MARCANO 
 
Segunda Vicepresidenta 
 
IVÁN ZERPA GUERRERO 
 
Secretario 
 
VÍCTOR CLARK BOSCÁN 
 
Subsecretario 
 
Promulgación de la Ley de Reforma Parcial de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, 
de Conformidad con lo previsto en el artículo 213 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela. 



Palacio de Miraflores, en Caracas, a los veintinueve días del mes de julio de dos mil 
diez. Años 200º de la Independencia, 151º de la Federación y 11º de la Revolución 
Bolivariana. 

Cúmplase, 

(L.S.) 

HUGO CHÁVEZ FRÍAS 

Refrendado 

El Vicepresidente Ejecutivo, ELÍAS JAUA MILANO 

La Ministra del Poder Popular del Despacho de la Presidencia, MARÍA ISABELLA 
GODOY PEÑA 

El Ministro del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia, TARECK EL 
AISSAMI 

El Ministro del Poder Popular para Relaciones Exteriores, NICOLÁS MADURO 
MOROS 

El Ministro del Poder Popular de Planificación y Finanzas, JORGE GIORDANI 

El Ministro del Poder Popular para la Defensa, CARLOS JOSÉ MATA FIGUEROA 

El Ministro del Poder Popular para el Comercio, RICHARD SAMUEL CANÁN 

El Ministro del Poder Popular para las Industrias Básicas y Minería, JOSÉ SALAMAT 
KHAN FERNÁNDEZ 

El Ministro del Poder Popular para el Turismo, ALEJANDRO ANTONIO FLEMING 
CABRERA 

El Ministro del Poder Popular para la Agricultura y Tierras, JUAN CARLOS LOYO 
HERNÁNDEZ 

El Ministro del Poder Popular para la Educación Universitaria, EDGARDO RAMÍREZ 

La Ministra del Poder Popular para la Educación, JENNIFER JOSEFINA GIL LAYA 

La Ministra del Poder Popular para la Salud, EUGENIA SADER CASTELLANOS 

La Ministra del Poder Popular para el Trabajo y Seguridad Social, MARÍA CRISTINA 
IGLESIAS 

El Ministro del Poder Popular para Transporte y Comunicaciones, FRANCISCO JOSÉ 
GARCES DA SILVA 



El Ministro del Poder Popular para Vivienda y Hábitat, RICARDO ANTONIO 
MOLINA PEÑALOZA 

El Ministro del Poder Popular para la Energía y Petróleo, RAFAEL DARÍO RAMÍREZ 
CARREÑO 

El Ministro del Poder Popular para el Ambiente, ALEJANDRO HITCHER 
MARVALDI 

El Ministro del Poder Popular para Ciencia, Tecnología e Industrias Intermedias, 
RICARDO JOSÉ MENÉNDEZ PRIETO 

El Ministro del Poder Popular para la Comunicación y la Información, MAURICIO 
EDUARDO RODRÍGUEZ GELFENSTEIN 

La Ministra del Poder Popular para las Comunas y Protección Social, ISIS OCHOA 
CAÑIZÁLEZ 

El Ministro del Poder Popular para la Alimentación, CARLOS OSORIO ZAMBRANO 

El Ministro del Poder Popular para la Cultura, FRANCISCO DE ASÍS SESTO NOVAS 

El Ministro del Poder Popular para el Deporte, HÉCTOR RODRÍGUEZ CASTRO 

La Ministra del Poder Popular para los Pueblos Indígenas, NICIA MALDONADO 
MALDONADO 

La Ministra del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género, NANCY PÉREZ 
SIERRA 

El Ministro del Poder Popular para Energía Eléctrica, ALÍ RODRÍGUEZ ARAQUE 

El Ministro de Estado para la Banca Pública, HUMBERTO RAFAEL ORTEGA DÍAZ 


